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			Presentación


			En su visión de consolidarse como un referente académico nacional y regional en la formación integral de las personas, la Pontificia Universidad Católica del Perú ha decidido poner a disposición de la comunidad la colección jurídica «Lo Esencial del Derecho».


			El propósito de esta colección es hacer llegar a los estudiantes y profesores de derecho, funcionarios públicos, profesionales dedicados a la práctica privada y público en general, un desarrollo sistemático y actualizado de materias jurídicas vinculadas al derecho público, al derecho privado y a las nuevas especialidades incorporadas por los procesos de la globalización y los cambios tecnológicos.


			La colección consta de cien títulos que se irán publicando a lo largo de varios meses. Los autores son en su mayoría reconocidos profesores de la PUCP y son responsables de los contenidos de sus obras. Las publicaciones no solo tienen calidad académica y claridad expositiva, sino también responden a los retos que en cada materia exige la realidad peruana y respetan los valores humanistas y cristianos que inspiran a nuestra comunidad académica.


			«Lo Esencial del Derecho» también busca establecer en cada materia un común denominador de amplia aceptación y acogida, para contrarrestar y superar las limitaciones de información en la enseñanza y práctica del derecho en nuestro país.


			Los profesores de la Facultad de Derecho de la PUCP consideran su deber el contribuir a la formación de profesionales conscientes de su compromiso con la sociedad que los acoge y con la realización de la justicia.


			El proyecto es realizado por la Facultad de Derecho de la PUCP bajo los auspicios del equipo rectoral.


		




		

			Introducción


			La seguridad social es un sistema de protección social que permite prestar asistencia médica y garantizar ingresos básicos a todo ciudadano que lo necesite, cuando enfrenta ciertas contingencias o riegos sociales, como enfermedad, maternidad, invalidez, vejez, desempleo o muerte, a fin de elevar o mantener su calidad de vida. Así pues, la seguridad social es un derecho —y un deber— que está presente en la vida de cada uno de nosotros; esto es, un derecho que se reconoce a toda la ciudadanía, independientemente de su origen, raza, sexo, idioma, opinión, edad, religión, condición económica y social o de cualquier otra índole.


			Es por ello que la seguridad social, reconocida en varios instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos (artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de Derecho Humanos) y en la Constitución del Perú (artículos 10, 11 y 12), se consagra como un derecho humano fundamental, irrenunciable, inalienable, imprescriptible e indispensable para el respeto de la dignidad humana, y se manifiesta principalmente en las prestaciones de salud —atenciones de salud y subsidios— y las prestaciones económicas —pensiones—.


			En este libro se aborda el estudio del instituto jurídico de la seguridad social, su evolución, sus principios, su conceptualización desde diversas connotaciones, su configuración como derecho humano fundamental, la protección que brinda en atenciones de salud y en pensiones, así como algunas reflexiones vitales que deberá tener en cuenta la sociedad en general. 


			En el primer capítulo, para comprender y conceptualizar al instituto de la seguridad social, se analizan cuestiones previas y se realiza un recorrido por la evolución de los sistemas de protección social, pasando del ahorro individual, el asistencialismo, la beneficencia, las mutualidades, los seguros privados, hasta los seguros sociales y la seguridad social, para construir un concepto de la seguridad social. Esta tiene diversas connotaciones para el ciudadano, la sociedad, la Administración, el Estado, la economía y la ciencia jurídica, pero un único fin: la protección de los individuos y la elevación o el mantenimiento de la calidad de vida de las personas.


			En el segundo capítulo se aborda el estudio de la configuración del derecho a la seguridad social en la Constitución Política de 1993 —específicamente en los artículos 10, 11 y 12— para comprender sus principales manifestaciones, fundamentalmente en lo que respecta a la protección social en salud y en pensiones. Seguidamente, en el tercer capítulo, se delimita el estudio del derecho a la seguridad social en salud, revisando los aspectos importantes como derecho fundamental y su forma de organización en el sistema peruano de salud, que está conformado por regímenes contributivos (EsSalud y EPS), un régimen semicontributivo (SIS independiente) y uno no contributivo (SIS gratuito). Así, se informa sobre las principales características de cada régimen del sistema de salud, respecto de la población a la cual se otorga protección de la salud, prestaciones reconocidas legalmente —servicios de salud y subsidios— y sobre el modo de financiamiento de dichas prestaciones, sea a través de las contribuciones de los asegurados o del subsidio que el Estado otorga. 


			En el capítulo 4 se abordan los aspectos básicos del derecho humano fundamental a la seguridad social en pensiones, la organización del sistema peruano de pensiones y de los regímenes que integran dicho sistema: los de pensiones contributivos (la ONP y las AFP) y los regímenes no contributivos (Pensión 65 y Pensión para personas con discapacidad severa) y se señalan sus principales características, las prestaciones reconocidas legalmente (pensión de jubilación, de invalidez o de sobrevivientes) y su financiamiento.


			Estando claro que todos los peruanos tenemos el derecho humano fundamental a la seguridad social en salud y en pensiones —aunque de manera progresiva y previo el cumplimiento de ciertos requisitos legales establecidos en cada régimen (de salud o de pensiones)—, en el capítulo 5 se presentan algunos retos de la seguridad social en nuestra sociedad, en los que todos —trabajadores, empleadores y sociedad civil— estamos involucrados de manera directa o indirecta, bajo la dirección del Estado. Es así que proponemos tres retos: (i) impulsar el aseguramiento universal en salud, en el que se reconozca y garantice el derecho fundamental a la salud y a sus prestaciones a todos los peruanos; (ii) implementar un sistema multipilar de pensiones en el que se reconozca y garantice el derecho fundamental a la pensión y a sus prestaciones a todos peruanos; y, (iii) fomentar una cultura de la seguridad social en todos los peruanos, con el propósito de poner de relieve la importancia que tiene el derecho humano fundamental a la seguridad social en salud y pensiones, cuyo conocimiento y mejor comprensión son vitales para exigirlos como un derecho y para involucrarse en su participación, como deber.


			De ahí que toda la ciudadanía debe notar la trascendencia insospechada del derecho —y deber— de la seguridad social en salud y en pensiones, que forma parte de las etapas de la vida de los peruanos, sin distinción alguna, desde su concepción, nacimiento, juventud, vejez, hasta su muerte e inclusive más allá de ella, como por ejemplo cuando se reconoce y otorga el derecho a una pensión de viudez o de orfandad. 


			El presente libro tiene como objetivo repasar los principales fundamentos y características del derecho a la seguridad social en salud y pensiones. Está redactado en un lenguaje simple que, intencionalmente, no contiene sino lo indispensable sobre lo que debemos saber sobre el derecho a la seguridad social, a fin de facilitar su lectura.


		




		

			Capítulo 1
¿Qué entendemos por seguridad social?


			1.	Fundamentos básicos de la seguridad social


			Para tener un claro entendimiento sobre la seguridad social es necesario revisar algunas cuestiones previas y aspectos básicos como su evolución y principios, para a partir de ahí construir un concepto de dicha institución que permita comprender su razón de ser en la sociedad y su importancia. 


			1.1.	En busca de seguridad o protección contra los riesgos sociales o contingencias


			Desde que se organizaron las primeras sociedades o nacieron las primeras formas de civilización humana, en la vida de los hombres se han manifestado con notable frecuencia hechos, sucesos o eventualidades —riegos sociales o contingencias— como enfermedades, epidemias y accidentes, así como el padecimiento de limitaciones físicas o intelectuales que impidan a una persona ganarse su propio sustento y vivir en forma independiente. 


			1.1.1.	¿Qué se entiende por riesgos sociales o contingencias?


			El riesgo social, también denominado contingencia, es todo acontecimiento o hecho que produce una extinción o una disminución de ingresos para satisfacer las principales necesidades de la vida, como alimentación, salud, vivienda, entre otras.


			Los riesgos sociales o contingencias que se presentarán a lo largo de la vida son la maternidad, la vejez, el desempleo, las enfermedades, la invalidez, los accidentes de trabajo o la muerte. Para atender estas contingencias se requiere acceso a la atención médica (por ejemplo, en la maternidad), a ingresos (por ejemplo, en el desempleo o en la vejez) o a ambos (por ejemplo, en la enfermedad o accidente).


			La vida de todo ser humano está plagada de diferentes riesgos sociales o contingencias. Algunas de estas eventualidades son inevitables —como los accidentes, las enfermedades o la muerte— y otras podrían evitarse o enfrentarse de manera colectiva —la maternidad o el desempleo—.


			Las contingencias generan situaciones de necesidad o indigencia y de precariedad económica. Los hombres y mujeres carecen o se ven privados de los medios indispensables para satisfacer sus necesidades, por lo que surge la imperiosa necesidad de buscar una adecuada protección o seguridad —entendida como la ausencia de inseguridad— contra dichos riesgos sociales. 


			1.1.2.	¿Qué se entiende por seguridad o protección?


			Por seguridad o protección se entiende a la ausencia de cualquier tipo de inseguridad, es decir, la protección contra cualquiera de las contingencias de la vida, como la enfermedad, maternidad, invalidez, vejez, desempleo y muerte.


			Ahora bien, la protección o seguridad cuando acontecen ciertas contingencias nunca puede ser cubierta de manera satisfactoria solo por el individuo, puesto que se requiere de un sistema que le permita acceder a recursos económicos (pensiones, por ejemplo) o atenciones de salud.


			En el afán de búsqueda de protección de los individuos y de la sociedad ante ciertas contingencias, luego del desarrollo de varios sistemas de protección social surge la seguridad social como un mecanismo que tiene por objeto proteger a todos los individuos y sus familias contra ciertos riesgos sociales, a través de prestaciones en especie (servicios de salud) y económicos (pensiones).


			1.2.	Evolución histórica de los sistemas de protección social 


			Los riesgos sociales o contingencias constituyen una de las preocupaciones constantes —y consustanciales— de los seres humanos, y generan situaciones de necesidad y precariedad económica. Frente a dichas adversidades, se han organizado o han surgido diferentes mecanismos de protección social: desde las medidas más rudimentarias o naturales, como el ahorro individual o la ayuda entre los miembros del grupo —a través del mutualismo, la beneficencia y la asistencia social— hasta las más elaboradas, complejas y avanzadas, como los seguros sociales y la seguridad social.


			Así, como lo advierte el profesor César Abanto (2014), para comprender el concepto de la seguridad social será necesario revisar su evolución histórica, ligada a la propia evolución del ser humano, teniendo presente que la seguridad social, además de ser la institución más elaborada y compleja, es el punto más avanzado en el desarrollo de las respuestas de los individuos, las sociedades y el Estado, a las situaciones de necesidad o contingencias que se presentan durante el desarrollo de nuestra vida y nos impiden proveernos de los recursos que nos permitan satisfacer nuestras necesidades básicas. 


			Para efectos de su mejor comprensión, un repaso de los sistemas de protección social que se han utilizado en otras épocas nos permitirá acercarnos a los rasgos fundamentales del sistema de protección de la seguridad social que se manifiesta en las sociedades actuales, específicamente en el caso peruano, aunque sea de manera básica.


			Gráfico 1. Evolución de los sistemas de protección social


			[image: ]


			1.2.1.	El ahorro privado: protección individual 


			Durante siglos, la forma más habitual de satisfacción de las necesidades básicas cuando no se podían atender de forma autónoma ha sido fundamentalmente la familia. Al no existir una mayor exposición del individuo a situaciones de estados de necesidad o precariedad económica relacionadas con el trabajo —accidentes, enfermedades, desempleo, entre otras contingencias—, se hacía innecesaria la previsión social. 


			El ahorro individual es una de las primeras técnicas o mecanismos de protección social. Mediante este, los individuos, de manera voluntaria, libre y sin vicio alguno, buscan ahorrar sustrayendo de sus ingresos cierta cantidad para poder formar, de acuerdo a sus necesidades y posibilidades, un fondo que sirva como respaldo en el futuro frente a cualquier tipo de situación de necesidad que se pueda presentar. Se piensa en el futuro y se busca ahorrar en ese entendido. 


			Cada persona, de manera individual, voluntaria y sin respaldo organizado, buscaba una solución, por medio del ahorro privado o esfuerzo individual, frente a las diferentes situaciones de necesidad y precariedad económica, como el desempleo, la enfermedad o la vejez. 


			No obstante, esta medida de ahorro no podía cubrir todo tipo de necesidad básica, como las urgencias diarias, y era insuficiente pues no podía cubrir en su integridad las necesidades que se presenten, como curar una enfermedad o afrontar tiempos de desempleo. Así, el ahorro individual encuentra sus límites frente a la existencia de situaciones de necesidad que surgen a raíz de la Revolución industrial, como los riegos de accidentes y las enfermedades profesionales.


			Ahora bien, el ahorro privado se ha mantenido vigente y es utilizado fundamentalmente por las entidades bancarias para cubrir necesidades complementarias de las personas en el presente y el futuro, sean estos viajes, regalos, compras, entre otras cuestiones inmediatas y menos vitales. Se ahorra con fines de consumo actual o futuro, pero sin fines previsionales que tengan que ver con el cuidado de la salud o la generación de ingresos para cubrir necesidades básicas del día a día, como la alimentación, la vestimenta, la educación de los hijos, entre otras. Por ello, surgen otras formas de protección social que permiten cubrir el mínimo indispensable de las necesidades de los miembros que conforma una sociedad. 


			1.2.2. El asistencialismo: caridad privada


			El asistencialismo se manifiesta principalmente a finales de la Edad Media y se entiende como la caridad privada o la asistencia privada, muchas veces respaldada por la Iglesia, para las personas de menores recursos y más necesitadas o indigentes. Se manifiesta a través de la caridad voluntaria y desinteresada, desprovista de organización e institucionalización, que se tenía como fin la protección de los más necesitados otorgándoles una moneda, ropa, alimentos, entre otros medios indispensables.


			Así, la caridad privada o asistencialismo surge para combatir la indigencia, que es el estado en el que se encuentran las personas cuando les falta de manera total o parcial aquellos medios indispensables para su subsistencia. El asistencialismo no previene futuros riesgos, como un mecanismo protector; supone un acto altruista y generoso ante una petición de quien tiene la necesidad de auxilio y asistencia (Rendón Vásquez, 2008, p. 21).


			En ese sentido, la caridad privada no puede ser considerada como un acto exigible a los particulares, organizaciones e instituciones y, por ello, no es considerada como un derecho de los individuos, puesto que surge como un acto de bondad, para aliviar las adversidades presentes —y no futuras— de las personas que requieren de auxilio.


			1.2.3.	La beneficencia: asistencialismo organizado por el Estado


			La beneficencia, atendiendo al precepto de amor al prójimo —caridad— y de la ayuda a los semejantes —filantropía—, es la caridad privada organizada a cargo del Estado, planteada como un derecho de los más necesitados y menos favorecidos y como un deber de las sociedades para con dichos ciudadanos, como un medio de promover el bienestar de la sociedad en general. Así, la beneficencia es el asistencialismo organizado a cargo del Estado mediante el cual hay una obligación del Estado de otorgar asistencia pública y brindar protección a un determinado grupo de personas, sobre todo a los indigentes, para combatir y disminuir las adversidades que se presentan a lo largo de la vida. 


			Acudir a la beneficencia para conseguir recursos de protección suponía estar en condición de extrema pobreza y, por tanto, ser parte del último escalón de las clases sociales. La caridad era el sustento de este sistema, equiparándose así a sus beneficiarios a la mendicidad. 


			Aun cuando este mecanismo de protección pueda ser considerado un derecho y un deber, resulta insuficiente frente a la protección que requiere toda la sociedad, puesto que solo se protege a los más necesitados y menos favorecidos. La protección que brinda es focalizada y solo actúa frente a estados de necesidad que ya han ocasionado perjuicios a los individuos, y no a los futuros e inciertos consustanciales a toda la humanidad, como vejez, enfermedades, accidentes, entre otras contingencias. 


			1.2.4.	El mutualismo: protección para un grupo de personas


			En vista de que el ahorro privado, el asistencialismo y la beneficencia no funcionaron como mecanismos protección de la sociedad, el ser humano siguió en la búsqueda de otros mecanismos y encontró factible la creación de uno que con el tiempo se conoció como mutualidad.


			Así, en distintas épocas y culturas se encuentran diferentes fórmulas de asociación entre individuos de un mismo oficio o profesión, religión o nacionalidad, en el que se conforma un fondo común a partir de las donaciones de una parte de los ingresos de dichos individuos, con la finalidad de socorrerse mutuamente, sobre todo en cuestiones de asistencia médica.


			Una pluralidad de sujetos —vinculados por lazos comunes de oficio o profesión, religión o nacionalidad—, sobre una base solidaria y distributiva, a través de la aportación de cuotas en un fondo común que se realiza de manera periódica y que se administra de manera rotativa por sus integrantes, pretende atender sus intereses individuales de manera colectiva ante la ocurrencia de algunas contingencias que se les pudieran presentar a algunos de sus integrantes. 


			En el mutualismo subyace la idea de la solidaridad para hacer frente a las diversas situaciones de necesidad que padece el hombre a lo largo de su vida. Constituye un mecanismo de protección en el que existe una asociación de ayuda y socorro recíproco para y entre los miembros de una organización, instaurada al efecto, sin propósito de lucro. La finalidad del mutualismo es, pues, de orden estrictamente proteccionista, como una de las primeras formas de protección social obligatoria.


			Una precisión interesante es que, si bien se trata de asociaciones de personas que buscan obtener una forma de aseguramiento hacia el futuro, es cierto también que el esfuerzo que se pueda consolidar entre todos ellos pretende poder afrontar la totalidad —y la plena satisfacción— de todas las contingencias que se presenten. Por tanto, las mutuales permiten afrontar diversas situaciones de necesidad, como enfermedad, invalidez, vejez y muerte. No obstante, ampliar el catálogo de los peligros cubiertos por las mutuales implicaría la caída en la efectividad de las mismas. 


			1.2.5.	El seguro privado: protección con fines de lucro


			El recurso al seguro privado ha sido utilizado en algunos sectores y territorios como forma de aseguramiento de los riesgos como accidentes o enfermedades, especialmente, los seguros de vida y de accidentes. 


			El seguro privado es un mecanismo de protección social que tiene como finalidad asociar a un conjunto de individuos, sin distinción de profesión, religión u otros aspectos, quienes deben contribuir con una aportación que permita brindar un servicio de protección a aquellas personas que voluntariamente se incorporen en ellas, haciendo frente a los siniestros, que son hechos futuros e inciertos. 


			Este mecanismo de protección tiene un fin lucrativo que se aparta del ahorro privado, el asistencialismo, la beneficencia o el mutualismo, puesto que los encargados del seguro privado son empresas que buscan conseguir ganancias con la prestación de sus servicios, a través de los cobros —denominados primas— que realizan para otorgar las prestaciones que ofrecen a quienes deciden optar de manera voluntaria por él.


			Formar parte o no del seguro privado es estrictamente voluntario, es decir, nadie puede obligar a las personas a ser parte de dicho mecanismo de protección. Asimismo, las prestaciones que ofrece frente a diversas situaciones de necesidad que presenta el ser humano son limitadas, puesto que son las empresas privadas a cargo del seguro quienes deciden qué riesgos cubrir y cuáles no. Esto conlleva a que busquen más un fin lucrativo, antes que de previsión social o protección sin fines de lucro y en defensa de los derechos de las personas para su subsistencia. 


			1.2.6.	El seguro social: protección para los trabajadores


			Solo tras la Revolución industrial, y a raíz de una nueva corriente política que adoptan los gobiernos de los distintos países para evitar el conflicto social, se asume el carácter social de ciertas situaciones de necesidad y se empieza a pensar en la necesaria intervención del Estado. Esta intervención, sin embargo, no se podía limitar a la asistencia o protección de los pobres, ni se podía dejar al arbitrio o discrecionalidad de las autoridades competentes, sino que se diseña con la idea de generar derechos subjetivos a favor —en ese momento— del conjunto de la clase obrera y acorde con las ideas de justicia y beneficio social.


			Se trata de una etapa de la historia caracterizada por las míseras condiciones de vida y trabajo del grueso de la población y, en consecuencia, por un clima de descontento generalizado. Frente a esto, se presentó la acuciante necesidad de establecer una regulación protectora, sobre todo de los trabajadores. Si bien hacia finales del siglo XIX algunos empleadores empezaron a asumir voluntariamente las situaciones de necesidad o riesgos laborales de los trabajadores de manera obligatoria, dichas medidas fueron insuficientes, por lo que surgió un mecanismo organizado de protección social: los seguros sociales.


			Así se constituyeron los seguros sociales para cubrir las situaciones de necesidad de los trabajadores y sus familiares a partir de la participación o cotizaciones a cargo del empleador, el trabajador y el Estado. Estos seguros surgieron en Prusia (antigua Alemania) y se consolidaron en la era de Otto Von Bismarck, el canciller prusiano que propuso una serie de disposiciones que más tarde se convertirían en leyes de aseguramiento social. Estas disposiciones fueron:


			•	1883: ley del seguro de enfermedad.


			•	1884: ley del seguro de accidentes de trabajo.


			•	1889: ley del seguro contra la invalidez y vejez.


			Surge entonces la obligatoriedad de implementar un mecanismo de protección social dirigido a los trabajadores para afrontar algunos estados de necesidad que acontecen a lo largo de su vida y que han sido financiados de manera tripartita para algunos casos —trabajador, empleador y Estado— o sin la participación del Estado en otros en los cuales solo contribuían el obrero y el empresario. En efecto, en el seguro social existe un sistema de reparto en el cual es obligatoria la cotización o aporte por parte de todos los trabajadores a un fondo común, bajo la administración del Estado —y actualmente bajo la de entidades privadas o sistemas de capitalización—, con la finalidad de atender fundamentalmente prestaciones de salud y pensiones. 


			El seguro social es necesariamente obligatorio, puesto que la voluntad de las personas queda relegada a un segundo plano y es el Estado el que establece determinados supuestos frente a los cuales los trabajadores quedarán afiliados a dicho mecanismo de protección social, sin requerir su consentimiento. 


			Los seguros sociales surgen en favor de los trabajadores y sus familiares, y el Estado es garante y responsable de su otorgamiento a través de las prestaciones de salud y de pensiones. Protege ante situaciones de necesidad que derivan de la relación laboral —trabajo asalariado y dependiente—, tales como la enfermedad profesional, el accidente de trabajo, la invalidez por otras causas, la vejez y la muerte. 


			El seguro social era un mecanismo de protección social avanzado, pero insuficiente en la medida en que solo brindaba prestaciones a las personas con la condición de trabajadores y no a toda la sociedad. Así, al tener un ámbito de protección limitada, si bien logró superar las primeras décadas del siglo XX y la primera guerra mundial, no consiguió los mismos resultados respecto de la Segunda Guerra Mundial. 


			El seguro social alcanzó su declive a partir de 1939, debido a la crisis mundial, el insuficiente poder de intervención del Estado para paliar los problemas que afectaban a las personas y la falta de capacidad para afrontar riesgos que no habían sido previstos, como la protección a los que nunca aportaron a un seguro social y las personas en estado de pobreza o extrema pobreza.


			1.2.7.	La seguridad social: protección para toda la sociedad


			El mundo ha transitado por diversas formas de protección de las necesidades sociales, desde el ahorro privado, el asistencialismo, la beneficencia, la mutualidad, el seguro privado hasta los seguros sociales. Estos últimos se han introducido en la mayoría de países, permitiendo la articulación de la seguridad social —sobre todo en los países desarrollados— como la forma de protección más avanzada que tienen el Estado, la sociedad y los individuos. 


			

				

					

				

				

					

							

							¿Cómo surgió la seguridad social?


						

					


					

							

							A finales del siglo XIX, algunos países introducen en el seguro social un componente adicional: prestaciones no contributivas (Dinamarca, 1891 y Nueva Zelanda, 1898), con la finalidad de brindar protección no solo a los trabajadores, sino a todas las personas. Dicho modelo de protección se replica en Francia (1901) y en nuestra región en Uruguay (1919).


							Así, surge la seguridad social, regida por determinados principios y organizada bajo el sistema de reparto o ahorro colectivo, en el que el Estado posee un rol más activo e intervencionista. La seguridad social se convierte en el pilar más importante del Estado de bienestar. 


						

					


				

			


			El primer proyecto de seguridad social fue diseñado en Inglaterra, con el informe de William Beveridge de 1942, denominado Social Insurance and Allied Services (Seguro social y servicios afines), en el que se contempló de manera organizada y completa un sistema, basado en el principio de universalidad, que permitía otorgar protección a todos los estados de necesidad de los ciudadanos y brindarles seguridad «desde la cuna hasta la tumba». 


			En la era Beveridge se postula la protección desde el nacimiento hasta la muerte. Así, la seguridad social apuntó a proveer de pensiones tanto al trabajador en edad de retiro como a sus familiares inmediatos cuando les sobrevienen determinadas contingencias. 


			Cabe precisar que el término «seguridad social» no es original de Sir William Beveridge, puesto que el concepto de seguridad social fue utilizado en diversas ocasiones con anterioridad al Plan Beveridge. De acuerdo a los registros históricos, el concepto de seguridad social se utiliza por primera vez por Simón Bolívar en el discurso que impartió en el Congreso de Angostura el 15 de febrero de 18191. 


			

				

					

				

				

					

							

							Congreso de Angostura de 1819


						

					


					

							

							Simón Bolívar sostuvo en su discurso que «el sistema de gobierno más perfecto es aquel que produce mayor suma de felicidad posible, mayor suma de seguridad social y mayor suma de estabilidad política». 


							Así, por vez primera se utiliza el término seguridad social, aunque solo se limita a su mención, puesto que ni en el Congreso de Angostura ni en los discursos posteriores se ofrece una definición e interpretación o indicios de ella. Sin embargo, resultó relevante la idea de un gobierno responsable de ciertas condiciones y obligaciones mínimas respecto de sus ciudadanos, entendida como una «mayor suma de seguridad social».


						

					


				

			


			En la seguridad social existe una vocación de universalidad subjetiva —la protección de todas las personas desde la cuna hasta la tumba— y generalidad objetiva —la protección con prestaciones de salud y de pensiones suficientes, eficientes y oportunas—. La seguridad social entonces tiene el propósito de extender la protección a todos los ciudadanos que se encuentren en una situación de necesidad, sea cual sea la causa que la origine, mediante una cobertura universal y progresiva a través de prestaciones de salud y pensiones que garanticen condiciones de vida dignas.


			Esta medida de protección comenzó a tener mayor importancia frente a la crisis que la Segunda Guerra Mundial había dejado en el mundo. Así, en la Declaración de Filadelfia de la Organización Internacional de Trabajo, suscrita el 10 de mayo de 19442, se determinaron los fines y objetivos de la seguridad social, así como los principios que la caracterizan y permiten su implementación.


			En 1948 la seguridad social fue reconocida como un derecho humano en la Declaración Universal de Derechos Humanos; en 1966 en el Pacto Internacional de Derecho Económicos, Sociales y Culturales, así como en otros tratados internacionales universales y regionales sobre derechos humanos. 


			En 1952 se aprobó el Convenio 102 sobre seguridad social, conocido como la norma mínima de seguridad social3. Este convenio entró en vigor el 27 de abril de 1955, y en él prevalece la idea de que la seguridad social es un mecanismo de protección necesario y obligatorio entre los Estados miembros, y tiene por finalidad garantizar las prestaciones de asistencia médica (salud) y prestaciones económicas (pensiones) de enfermedad, desempleo, vejez, accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, familiares, maternidad, invalidez y sobrevivientes.


			En resumen, como lo refiere el profesor César Abanto (2014, p. 20), la seguridad social se constituye como el mecanismo supremo de protección ante las situaciones de necesidad que se presentan durante el desarrollo de nuestra vida. A través de este mecanismo cualquier ser humano
se encuentra en posibilidad de exigir algún tipo de prestación que cubra sus diferentes estados de necesidad. Su consolidación y origen presenta un esquema cronológico variado que ha sido de vital importancia para ir definiendo los principios que la regulan, los elementos que la identifican, las contingencias que cubre y el ámbito subjetivo que protege. 


			El siguiente cuadro sintetiza las diferencias y similitudes entre los varios sistemas de protección analizados:


			

				

					

					

					

					

					

				

				

					

							

							Cuadro 1. Síntesis de la evolución de los sistemas
de protección social


						

					


					

							

							Sistemas de protección social


						

							

							Sujetos protegidos


						

							

							Riesgos sociales o contingencias cubiertas o protegidas


						

							

							Intervención estatal


						

							

							Financiación


						

					


					

							

							Ahorro privado


						

							

							Aquel que de forma voluntaria decide ahorrar


						

							

							Los que pueda cubrir el fondo de ahorros 


						

							

							No. Solo para regular a las empresas que administran fondos ahorrados


						

							

							Solo el aporte de quien ahorra


						

					


					

							

							Asistencialismo


						

							

							Personas en estado de indigencia


						

							

							Previamente determinados y aquellos que los recursos puedan cubrir


						

							

							No. Solo algunos particulares


						

							

							Solo las personas caritativas y altruistas


						

					


					

							

							Beneficencia


						

							

							Personas en estado de indigencia


						

							

							Previamente determinados y aquellos que los recursos puedan cubrir


						

							

							Sí


						

							

							Solo estatal


						

					


					

							

							Mutualismo


						

							

							Afiliados voluntarios


						

							

							Aquellos que impliquen disminución o pérdida del ingreso


						

							

							No. Solo para regular a las mutuales


						

							

							Aporte periódico de los afiliados


						

					


					

							

							Seguro privado


						

							

							Afiliados voluntarios


						

							

							Previamente determinados por la empresa de seguros


						

							

							No. Solo para regular a las empresas aseguradoras


						

							

							Puede ser compartido (empleadores y trabajadores) o personal


						

					


					

							

							Seguro social


						

							

							Trabajadores


						

							

							Aquellos que impliquen disminución o pérdida del ingreso


						

							

							Sí


						

							

							Tripartita: empleadores, trabajadores y Estado


						

					


					

							

							Seguridad social


						

							

							Todo ser humano


						

							

							Todos los ya existentes y futuros que se puedan presentar


						

							

							Sí


						

							

							General: todos los actores de una sociedad, incluido el Estado


						

					


					

							

							Fuente: Ántola Rodríguez, 2014.


						

					


				

			


			1.3. Principios sobre los que se construye la seguridad social


			La noción de la seguridad social se fundamenta y concretiza sobre la base de determinados principios fundamentales que sirven de pautas generales o directrices sobre los cuales se identifica y tiene una razón de ser (Plá Rodríguez, 1978, p. 9). 


			

				

					

				

				

					

							

							Los principios sobre los que se basa la seguridad social cumplen con una triple función


						

					


					

							

							– Informadora: inspiran y determinan las nuevas formas a dictarse.


							– Interpretadora: dan soluciones coherentes a los casos no previstos y a los que generan duda.


							– Integradora: une conceptos para brindar soluciones eficaces.


						

					


				

			


			Estos principios fundamentales o básicos de la seguridad social son: 


			•	Universalidad: sujetos y contingencias protegidos por la seguridad social


			•	Solidaridad: financiamiento de la seguridad social


			•	Integralidad: prestaciones oportunas y completas de la seguridad social 


			•	Unidad: administración y gestión de la seguridad social 


			•	Internacionalidad: derechos de la seguridad social reconocidos en otros países.


			1.3.1.	Protección: principio de universalidad


			El primer principio de la seguridad social es la universalidad, la misma que tiene una doble acepción, subjetiva y objetiva (Grzetich Long, 1998, p. 11). La acepción subjetiva se refiere a que todas las personas deben estar protegidas por la seguridad social, mientras que la objetiva indica que todas las contingencias o riesgos que se presenten a lo largo de la vida deben estar cubiertas por la seguridad social.


			Todos los individuos, sin distinción, deben ser protegidos por el sistema de seguridad social frente a cualquier tipo de contingencia que se pueda presentar. Ninguna persona deberá ser excluida de la protección de la seguridad social, y debe otorgarse protección a todas las contingencias que se presenten a lo largo de sus vidas, incluso las que no han sido previstas (Durand 1991, p. 315; Grzetich, 1998, p. 13). El principio de universalidad se refiere entonces a la necesidad de una cobertura en la protección social de todas las personas y contingencias. 


			1.3.2.	Financiación: principio de solidaridad


			El principio de solidaridad es uno de los pilares más importantes de la seguridad social. Este principio implica que todos los miembros de una sociedad, así como el Estado, contribuyen al financiamiento del sistema de protección de la seguridad social, de acuerdo a sus posibilidades, con la finalidad de recibir protección cuando acaecen ciertas contingencias y según sus propias necesidades. 


			El principio de solidaridad supone que toda la sociedad contribuya al financiamiento del sistema según las posibilidades de cada cual, sin que exista otra expectativa subjetiva que el derecho a recibir protección según sus necesidades: la idea de contraprestación es sustituida por la de participación (Abanto & Paitán, 2015, p. 174), lo que es esencial para la seguridad social. No se trata solamente de un factor opcional sino de un elemento indispensable para que la seguridad social sea lo que debe ser, puesto que sin solidaridad no puede haber seguridad social (Plá Rodríguez, 2013). 
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